Javier Mejía Mejía Vs JRCI Rad. 66001-31-05-003-2016-00245-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Proceso
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Demandante:

Javier Mejía Mejía

Demandado:

Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda

Vinculado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ / VALOR PROBATORIO DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL / SE MODIFICA LA FECHA DE ESTRUCTURACIÓN.
La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En efecto, en el dictamen Nº 818-2015 de 7 de octubre de 2015… la Junta Regional demandada justifica la fecha de estructuración de invalidez del accionante en el examen oftalmológico de 6 de marzo de 2015 en el que se determinan los niveles de pérdida de la agudeza visual del señor Javier Mejía Mejía…, los cuales coinciden con los niveles reportados en valoración efectuada el 8 de agosto de 2006…; por lo que al ser ese el factor determinante para establecer el 50.56% de PCL del accionante, su fecha de estructuración no podía fijarse para el año 2015, sino para el año 2006, como correctamente lo definió en su peritaje la Junta Regional de Caldas; experticio que dicho sea de paso, se puso a disposición de las partes en la forma contemplada en el artículo 228 del CGP en concordancia con el artículo 234 ibídem, el 28 de noviembre de 2018…, sin que ninguna de las partes, ni las entidades vinculadas hicieran uso de la facultad de solicitar la comparecencia del perito a la audiencia de trámite y juzgamiento o de aportar un nuevo dictamen; cumpliéndose con el deber legal de someterla a contradicción, lo que lleva a concluir que dicho experticio es válido y le es oponible también a la Administradora Colombiana de Pensiones y a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Hoy, veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la demandada JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 20 de mayo de 2019, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de las vinculadas ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL dentro del proceso que promueve el señor JAVIER MEJÍA MEJÍA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2016-00245-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES
Pretende el señor Javier Mejía Mejía que la justicia laboral le ordene a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda que modifique la fecha de estructuración de su invalidez ubicándola en el 8 de agosto de 2006 y como consecuencia de ello se condene a la entidad demandada en costas procesales a su favor. 

Refiere que: Fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda por medio de dictamen Nº 818-2015, en el que se determinó que tenía una PCL del 50.56% de origen común estructurada el 5 de marzo de 2015; en dicha experticia se tuvieron en cuenta las siguientes patologías: Deficiencia global del sistema visual, deficiencia de la columna vertebral, hiperplasia de próstata, osteoporosis y déficit cognitivo leve, asignándoles los valores que allí se reportan; las deficiencias en conjunto marcaron un 25.56% y al rol ocupacional se le asignó el 25%; la deficiencia global del sistema visual fue la que marcó un mayor grado de deficiencia frente a las demás patologías; después de hacer una relación del seguimiento hecho por el oftalmólogo durante años, concluye que la alteración de la agudeza visual que degenera básicamente su PCL quedó estructurada el 8 de agosto de 2006.
Al contestar la demanda -fls. 56 a 60- la Junta Regional de Calificación de Risaralda manifestó que el dictamen emitido Nº 818-2015 fue realizado con base en los documentos y valoraciones que fueron puestos a disposición de la entidad, sin que exista prueba que acredite que la fecha de estructuración deba ser modificada. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Legalidad en la calificación” y “Ausencia de error grave”.
Al considerarlo necesario, el despacho por medio de autos de 17 de febrero de 2017 -fl. 90- y 19 de mayo de 2017 -fl. 108- decidió vincular al proceso a la Administradora Colombiana de Pensiones y a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.

La primera de ellas por medio de escrito visible a folios 101 a 104 respondió el libelo introductorio aceptando el contenido del dictamen emitido por la entidad demandada, pero expresando que los demás hechos narrados no le constan. Se opuso a las pretensiones y planteó la excepción de fondo de “Falta de legitimación en la causa”.
En sentencia de 20 de mayo de 2019, la funcionaria de primer grado determinó con base en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas y sus aclaraciones, que el dictamen Nº 818 de 7 de octubre de 2015 proferido por la Junta Regional de Calificación demandada incurrió en error en lo concerniente a la fecha de estructuración de invalidez del señor Javier Mejía Mejía, ya que la deficiencia global del sistema visual se configuró el 8 de agosto de 2006 y no el 5 de marzo de 2015, ya que en esta última calenda lo que se hizo fue confirmar el padecimiento visual que el actor ya tenía desde el año 2006, razón por la que declaró como fecha de estructuración de la invalidez el 6 de agosto de 2006. A continuación declaró también que el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas le es oponible a las vinculadas Administradora Colombiana de Pensiones y Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP. Finalmente condenó en costas procesales en un 100% a la entidad demandada.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda manifestó que ese tipo de entidades cuentan con un presupuesto reducido que se configura con el monto de las valoraciones que efectúan que asciende al salario mínimo, mismo que en muchos casos no asumen los interesados por ser ordenados por los despachos judiciales en amparo de pobreza, situación que conlleva que tales recursos sean insuficientes para conservar el archivo de las historias clínicas completas de los pacientes, por lo que no se le puede endilgar una conducta inadecuada frente a la ausencia de la historia clínica del accionante que no se encontraba adosada en sus archivos, pues de haber sido así, muy seguramente la fecha de estructuración de invalidez del actor la hubieran situado en el 8 de agosto de 2006, lo que habría impedido el desgaste judicial, al punto que dentro del proceso esa entidad no objetó y aceptó el experticio emitido por su par de Caldas, actuaciones estas que deben catalogarse como de buena fe y de lealtad procesal, por lo que no es dable que se le condene en costas procesales de primera instancia en un 100%.
Al haber resultado afectadas con la decisión la Administradora Colombiana de Pensiones y la UGPP, se dispondrá también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Se equivocó la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda al definir como fecha de estructuración de la invalidez del actor el 5 de marzo de 2015?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
EL CASO CONCRETO
Con el fin de que se modificara la fecha de estructuración de la invalidez fijada por la Junta Regional de Calificación de Risaralda para el 5 de marzo de 2015, la parte actora solicitó en la demanda -fls. 2 a 8- que se designara perito experto en el tema.
En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., la falladora de primera instancia en la etapa correspondiente al decreto de pruebas, con base en lo dispuesto en el artículo 234 del CGP accedió a la solicitada por la parte actora, y de conformidad con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 en el que se determina que el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado, nombró como tal a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, para que verificara si la fecha de estructuración fijada por su par de Risaralda se adecuaba a las particularidades del caso.

Después de que la Junta Regional demandada informara que en sus archivos no reposa la historia clínica del demandante -fl. 201- y de allegarse por la parte actora el comprobante de pago de los honorarios al perito designado -fl. 203-, el juzgado por medio de auto de 12 de diciembre de 2017 -fl. 204- ordenó remitir con destino a la Junta Regional de Calificación de Invalidez copia de la demanda y sus anexos y el expediente administrativo allegado por la Junta accionada, con el fin de que cumpliera su encargo.

No obstante, por medio de oficio JRCI–56530 de 5 de julio de 2018 -fl. 222- el perito solicita al despacho que se remita copia de la historia clínica completa con la que la Junta accionada calificó al señor Mejía Mejía, por lo que, teniendo en cuanta que esa entidad ya había informado que en sus archivos no reposaba la historia clínica del demandante, el juzgado en auto de 27 de julio de 2018 -fl. 223- solicitó a la parte actora que remitiera copia de los exámenes que sirvieron como fundamento de hecho del dictamen y que corresponden a los relacionados en el dictamen demandado.
Cumpliendo con su encargo, el perito por medio de oficio JRCI-57483 de 15 de agosto de 2018 -fl.224- hizo entrega del dictamen Nº 012234-2018 emitido por esa Junta el 14 de agosto de 2018 en el que señala que la invalidez del 50.56% de origen común del señor Javier Mejía Mejía no se estructuró el 5 de marzo de 2015 como lo definió la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, sino el 8 de agosto de 2006 cuando su agudeza visual había disminuido en los parámetros encontrados en examen de 5 de marzo de 2015.

En auto de 23 de agosto de 2018 -fl. 227- el despacho solicita al perito que informe en que consistió el error de la Junta demandada para llegar a una conclusión diferente a la adoptada en estudio de 14 de agosto de 2018.

Dando respuesta a ese solicitud, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas en oficios JRCI-58526 de 27 de septiembre de 2018 - fl. 229- y JECI-59587 de 22 de noviembre de 2018 -fl. 233- informa que con base en el dictamen 818 de 2015, la historia clínica que tuvo a la mano la Junta Regional de Calificación de Invalidez demandada y el examen médico y ocupacional realizado al paciente, se evidenció que la alteración de la función visual del accionante (ametropía y presbicia) que le generó una PCL superior al 50% se definió en valoración oftalmológica de 8 de agosto de 2006, ya que en la valoración efectuada el 6 de marzo de 2015 presentaba los mismos niveles de pérdida de agudeza visual.
En efecto, en el dictamen Nº 818-2015 de 7 de octubre de 2015 -fls.10 a 12- la Junta Regional demandada justifica la fecha de estructuración de invalidez del accionante en el examen oftalmológico de 6 de marzo de 2015 en el que se determinan los niveles de pérdida de la agudeza visual del señor Javier Mejía Mejía -fl.19-, los cuales coinciden con los niveles reportados en valoración efectuada el 8 de agosto de 2006 -fl.18-; por lo que al ser ese el factor determinante para establecer el 50.56% de PCL del accionante, su fecha de estructuración no podía fijarse para el año 2015, sino para el año 2006, como correctamente lo definió en su peritaje la Junta Regional de Caldas; experticio que dicho sea de paso, se puso a disposición de las partes en la forma contemplada en el artículo 228 del CGP en concordancia con el artículo 234 ibídem, el 28 de noviembre de 2018 -fl. 234-, sin que ninguna de las partes, ni las entidades vinculadas hicieran uso de la facultad de solicitar la comparecencia del perito a la audiencia de trámite y juzgamiento o de aportar un nuevo dictamen; cumpliéndose con el deber legal de someterla a contradicción, lo que lleva a concluir que dicho experticio es válido y le es oponible también a la Administradora Colombiana de Pensiones y a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.
En lo que concierne al recurso de apelación interpuesto por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, si bien es cierto que durante el trámite informó que en sus archivos no se encontraba la historia clínica del accionante, no es menos cierto que con los mismos documentos que fueron incorporados al proceso por la parte actora -fls. 9 a 31-, los cuales tuvo a su disposición desde el 10 de octubre de 2016 cuando se notificó personalmente -fl. 55-, el perito designado determinó que la fecha establecida por esa entidad en dictamen Nº 818-2015 de 7 de octubre de 2015 no era la que correspondía al caso del señor Javier Mejía Mejía, lo que muestra que de haber hecho un estudio juicioso de las pruebas que tuvo a la mano desde el 10 de octubre de 2016, su postura frente a las pretensiones de la demanda no hubieren sido las mismas que expuso en la contestación de la demanda consistentes en que se oponía a la prosperidad de las pretensiones bajo el argumento que el experticio se había efectuado con apego a la ley y con fundamento en la historia clínica del actor (la cual no reposa en sus archivos) concluyendo que ello se constituye en razón determinante para asegurar que el dictamen atacado en sede jurisdiccional goza de presunción de legalidad.

Así las cosas, como su postura fue la de oponerse a las pretensiones de la demanda, a pesar de que no contaba con la historia clínica que soportaba su oposición, no le quedaba otro camino a la funcionaria de primera instancia que condenarla en costas procesales en un 100% con apego a lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 365 del CGP que establece que se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, como aconteció en este evento con la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de las entidades vinculadas.

Costas en esta instancia a cargo de la entidad accionada en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 20 de mayo de 2019.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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